
RESOLUCIÓN 

NIREF: RTIOHS/20 18 

FECHA: 1 S de enero de 2019. 

Consejo de 
T .-IU\$ p t\I'Onclt\ y 
Buon Gobi er no 

PRESIDENCIA 

ASUNTO: Resolución de Reclamaciones presentadas al amparo del artículo 24 de 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno 

En respuesta a la Reclamación con número de referencia RT/0345/2018 presentada 
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 

y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

11. ANTECEDENTES 

1. En fecha 30 de julio de 2018 tuvo entrada en este Consejo, la reclamación 
formulada por el interesado al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno (en adelante, la L T AIBG), al no estar conforme con la respuesta 
del Colegio Oficial de Médicos de Madrid (en adelante ICOMEM). 

2. La presente reclamación trae causa en la solicitud de información formulada el 20 
de abril y reiterada el 26 de mayo de 2018 en concreto: 

"(. . .) vengo a solicitar la siguiente información: 
Los contratos y/o convenios o acuerdos suscritos por el ICOMEM cuyo 
objeto sea y/o esté vinculado con asesorías, eventos, informática, 
mantenimiento y/o gestión, servicios jurídicos y/o econom1cos, 
contabilidad, fiscalidad, mediación, bancos, seguros, protección de datos y 
aquellos otros que, cualquiera que sea su objeto, tengan una cuantía de 
más de cincuenta mil euros en un año. 
Los convenios suscritos por el ICOMEM, con mención de las partes 
firmantes su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, 
obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las 
obligaciones económicas convenidas. 
Las subvenciones y ayudas públicas recibidas por el ICOMEM con 
indicación de su importe, objetivo o finalidad y beneficiarios. 

ctbg@consejodetransparencia.es 



- Reclamaciones e información de incidencias y criterios que afecten al 
colectivo de los trabajadores del ICOMEM” 

 
La documentación que se solicita se refiere a los últimos cuatro ejercicios 
finalizados, así como a la que corresponda del presente año 2018. 

 
Hago extensiva la solicitud de información antes expuesta a las empresas 
y cualesquiera entidades con personalidad jurídica en las que el ICOMEM 
tenga algún tipo de participación.” 

 
3. Mediante oficio de 31 de julio de 2018, por la Oficina de Reclamaciones de las 

Administraciones Territoriales de este Consejo se traslada el escrito de 
reclamación planteada al Secretario del Ilustre Colegio Oficial de Médicos de 
Madrid, para que en el plazo de quince días hábiles formulen las alegaciones que 
estimen convenientes y aporten la documentación en la que se fundamenten las 
mismas. 
 

4. Con fecha de entrada de 23 de agosto de 2018 se reciben en este organismo las 
alegaciones del ICOMEM, en las que se informa que: 

“CUARTA.- (…) ponemos de manifiesto que se está procediendo a la 
elaboración de un censo con todos los contratos y convenios que el Colegio 
tiene suscritos. 
Una vez finalizado dicho censo se procederá a estudiar que contratos o 
convenios deben publicarse y en qué forma, toda vez que no todos los 
contratos y convenios que tiene suscritos el Colegio deben publicarse, pues 
parte de los mismos corresponden a la gestión privada del ICOMEM. 
QUINTA.- (…) deberán circunscribirse a aquellos que se hayan suscrito para el 
ejercicio de las funciones públicas del Colegio, no afectando al resto de 
documentación que se refiere a la gestión privada del Colegio. 
Todas las funciones de los Colegios profesionales que no puedan incluirse en 
los tres apartados anteriores se incardinan dentro de actividad privada y no 
están sometidas a Derecho Administrativo. Es decir sólo el ejercicio de dichas 
funciones públicas es el que se sujeta a la legislación sobre procedimiento 
administrativo y sólo los actos dictados en cumplimiento de tales funciones 
públicas que tiene atribuidas los Colegios son susceptibles de recurso 
contencioso-administrativo. 
(…) En consecuencia, en base a lo anteriormente expuesto, el Colegio no se 
opone a dar copia o hacer pública la información que solicita e  sino 
que necesita: 
- Realizar un censo de los contratos y convenios suscritos por el Colegio. 
- Diferenciar aquellos contratos y convenios que se hayan suscrito para el 

ejercicio de sus funciones públicas de los suscritos para el ejercicio de las 
funciones privadas. 

- Informar sobre la forma de publicar información ya que, en ocasiones, la 
documentación que solicita puede afectar a derechos de terceros, como es 
el caso de dar a conocer los beneficiarios de las subvenciones. 
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Acciones todas ellas que deberán aprobarse por la Junta Directiva del 
Colegio.” 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 
artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
el Presidente de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  
 

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo 
establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé 
en sus apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 
“1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en 
los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen 
las Comunidades Autónomas. (…).  
 
2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en el que 
se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los gastos 
derivados de esta asunción de competencias”. 

En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Comunidad de Madrid (Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno) suscribieron el pasado 2 de 
noviembre de 2016 un Convenio para el traslado  del ejercicio de la competencia 
para la resolución de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno  -BOE, n. 13, de 16 de enero de 2017- en los supuestos de 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y por las Entidades 
Locales incluidas en su ámbito territorial, así como por los entes, organismos y 
entidades integrados en el sector público autonómico o local. 
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3. No es la primera ocasión que el interesado acude al Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno para interponer una reclamación frente al Colegio Oficial de 
Médicos de Madrid, así en la RT/0073/2017 ya se mencionaba la previsión legal 
del artículo 2.1.e) de la LTAIBG, al definir su ámbito subjetivo de aplicación, donde 
incluye a “Las Corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades 
sujetas a Derecho Administrativo”. 

 
Esto implica que las Corporaciones de Derecho Público, por una parte, quedan 
sometidas al cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa definidas en el 
Capítulo II del Título I de la LTAIBG -artículos 5 a 11- en lo que atañe a sus 
“actividades sujetas a Derecho Administrativo”; y, por otra parte, que cualquier 
persona tiene derecho a acceder a la “información pública”, entendida ésta en los 
términos del artículo 13 de la LTAIBG y de acuerdo con el procedimiento regulado 
en el Capítulo III del Título I de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre -artículos 12 a 
22-, que obre en poder de las Corporaciones de Derecho Público respecto, 
igualmente, de sus “actividades sujetas a Derecho Administrativo”.  

 
4. De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, los Colegios 

Profesionales tienen una naturaleza mixta o bifronte. Doctrina sistematizada en la 
STC 89/1989, de 11 de mayo -y reiterada en pronunciamientos posteriores, como 
la STC 3/2013, de 17 de enero, F.J. 5- en la que se sostiene lo siguiente:  

 
“Los Colegios Profesionales, en efecto, constituyen una típica especie de 
Corporación, reconocida por el Estado, dirigida no sólo a la consecución de 
fines estrictamente privados, que podría conseguirse con la simple asociación, 
sino esencialmente a garantizar que el ejercicio de la profesión -que constituye 
un servicio al común- se ajuste a las normas o reglas que aseguren tanto la 
eficacia como la eventual responsabilidad en tal ejercicio, que, en principio, por 
otra parte, ya ha garantizado el Estado con la expedición del título habilitante. 
[…] Así es como la legislación vigente configura a los Colegios Profesionales. 
Estos son, según el art. 1 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, «Corporaciones 
de derecho público, amparadas por la Ley y reconocidas por el Estado, con 
personalidad jurídica propia, y plena capacidad para el cumplimiento de sus 
fines». […] Por consiguiente, cierto es que la CE, como antes se ha dicho, si 
bien constitucionaliza la existencia de los Colegios Profesionales no 
predetermina su naturaleza jurídica, ni se pronuncia al respecto, pero hay que 
convenir que con su referencia a las peculiaridades de aquéllos y a la reserva 
de Ley, remitiendo a ésta su regulación (art. 36), viene a consagrar su 
especialidad -«peculiaridad»- ya reconocida, de otro lado, por la legislación 
citada. […]”. –F.J.5-. 

 
Concretando más la definición y alcance de la naturaleza de los Colegios 
Profesionales, en el Fundamento Jurídico 6 de la misma Sentencia se añade que, 

 
“[…] la doctrina de este Tribunal es ya reiterada en lo que se refiere a la 
calificación jurídica de los Colegios Profesionales a partir de la STC 23/1984, 
en la cual, partiendo del pluralismo, de la libertad asociativa y de la existencia 
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de entes sociales (partidos, sindicatos, asociaciones empresariales), se alude a 
la de otros entes de base asociativa representativos de intereses profesionales 
y económicos (arts. 36 y 52 CE.), que pueden llegar a ser considerados como 
Corporaciones de derecho público en determinados supuestos. La STC 
123/1987 se hace eco de esa doctrina y afirma su consideración de 
corporaciones sectoriales de base privada, esto es, corporaciones públicas por 
su composición y organización que, sin embargo, realizan una actividad en 
gran parte privada, aunque tengan delegadas por la ley funciones públicas […]. 
Y, en fin, la STC 20/1988, de 18 de febrero, reitera esta calificación y configura 
los Colegios Profesionales como personas jurídico-públicas o Corporaciones de 
Derecho público cuyo origen, organización y funciones no dependen sólo de la 
voluntad de los asociados, sino también, y en primer término, de las 
determinaciones obligatorias del propio legislador […]”, 

 
De acuerdo con lo anterior, cabe concluir sosteniendo el carácter complejo del 
régimen jurídico de los Colegios Profesionales, dado que carece de uniformidad y 
sistema, debiendo adaptarse a la naturaleza pública o privada de la actividad que 
desempeñe el Colegio en cada momento.  

 
5. A tenor de las premisas acabadas de reseñar, cabe advertir que del conjunto de 

funciones que tienen encomendadas los Colegios Profesionales por el artículo 5 
de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, sólo pueden 
considerarse como públicas una parte del total que desempeñan, esto es, 
aquellas funciones que el Estado encomienda o delega en estos entes -p.ej. 
representación y defensa de los intereses del sector ante las diferentes 
Administraciones con competencias en la materia; la regulación de la profesión; la 
colaboración de estas Corporaciones con las Administraciones públicas para el 
ejercicio de funciones relacionadas con el sector; las funciones que le haya podido 
delegar la Administración, etc.-, dado que el resto son funciones dirigidas al 
interés particular. 

 
De este modo, tal y como ya se ha advertido por este Consejo en resoluciones 
anteriores -RT/0015/2016, Fundamento Jurídico 7; RT/0023/2016, Fundamento 
Jurídico 7; y RT/0072/2016, Fundamento Jurídico 8- , se puede sostener que sólo 
el ejercicio de dichas funciones públicas es el que se sujeta a Derecho 
Administrativo y, en concreto, a la legislación sobre procedimiento administrativo 
y, además, sólo los actos dictados en el cumplimiento de tales funciones públicas 
que tienen atribuidas los Colegios son susceptibles de recurso contencioso-
administrativo.  

 
Cabe recordar en este sentido que están sujetos a Derecho Administrativo los 
actos relativos a la organización y funcionamiento de las Corporaciones y el 
ejercicio de las funciones administrativas que tienen atribuidas por la legislación 
que las rige o que les han sido delegadas por otras Administraciones Públicas. A 
estos efectos, el nuevo artículo 2.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas prevé que 
“Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en 
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el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o 
delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por esta Ley”. 
Mientras que, finalmente, el artículo 2.1.c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, dispone que “El orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se 
susciten en relación con […] los actos y disposiciones de las Corporaciones de 
Derecho Público, adoptados en el ejercicio de sus funciones públicas”. 
 
En función de lo expuesto en los párrafos precedentes, cabe estimar la 
reclamación planteada, circunscrita única y exclusivamente a aquellos contratos, 
convenios, ayudas y subvenciones sujetos al Derecho Administrativo. 

III. RESOLUCIÓN 
 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por  

 y, en consecuencia, declarar su derecho a que se le entregue la 
información pública solicitada.  

SEGUNDO: INSTAR al Ilustre Colegio de Oficial de Médicos de Madrid  a que en 
el plazo máximo de dos meses facilite la información contenida en aquellos 
contratos, convenios, ayudas y subvenciones sujetos al Derecho Administrativo, 
así como que en el mismo plazo de tiempo traslade a este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno copia de la información solicitada que acredite el 
cumplimiento de esta resolución.  
 
De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

 
EL PRESIDENTE DEL CTBG 

P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE   

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO. 
 

             Fdo.: Francisco Javier Amorós Dorda.
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